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REGIMEN DE TRATAMIENTO A LOS CAPITALES 
EXTRANJEROS 

Dr. Juan Larrea Holguín 

El Mercado Común Subregional de los países Andinos se va realizando 

progresivamente mediante una serie de Acuerdos o Tratados suscritos, aprobados y 

ratificados por Ecuador, Colombia, Perú, Bolivia y Chile. 

Estos Acuerdos, a veces han sido preparados por conveniencias especiales y 

en otros casos, por los mismos órganos establecidos por el Acuerdo de Cartagena o sea 

la llamada “Comisión”, o la “Junta”. 

Hace pocos días, el Gobierno del Ecuador, acaba de aprobar uno de estos 

instrumentos internacionales preparados por los técnicos de los cinco países. Me 

refiero al titulado “Régimen Común de Tratamiento a los Capitales Extranjeros y sobre 

Marcas, Patentes, Licencias y Regalías”, el cual según la Decisión No. 24 de la 

Comisión del Acuerdo de Cartagena, con las reformas introducidas por la Decisión 

No. 37, debía ser aprobado por los Estados miembros, a más tardar el 30 de junio de 

1971. 

Efectivamente, el Ecuador ha reconocido la plena validez de este Régimen 

internacional a partir del 30 de junio de 1971, aunque para ello ha debido recurrir el 

Gobierno a una extraña ficción según la cual el Decreto Supremo 974, entró en 

vigencia el 30 de junio, aunque su publicación solamente aparece en el Registro Oficial 

264 del día 12 de julio de 1971. 

Pero, dejaremos de lado toda consideración de índole puramente interno, así 

como también los aspectos económicos, financieros o de política internacional para 

referirnos únicamente a los puntos de Derecho Internacional que suscitan una reflexión 

más detenida. 

Una primera observación debe hacerse: el DS 974 declara “en 
vigencia en 
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el territorio nacional el Régimen Común de tratamiento de Capitales Extranjeros”; y 

lo hace, considerando que “satisface las aspiraciones del país”. Este acto tiene una 

doble significación: por una parte, compromete al Ecuador frente a los otros Estados, 

es decir, crea unas obligaciones internacionales; por otra parte, modifica la legislación 

interna del país. 

El gran debate entre las teorías monistas y dualistas, en el campo del Derecho 

Internacional, parece que queda claramente zanjado en este concreto caso por el 

Acuerdo y el Decreto 974, ya que en el artículo 3o del decreto, se manifiesta que “las 

disposiciones del presente Decreto prevalecerán sobre las normas y regulaciones 

vigentes que se le opongan”. Por tanto, parece evidente, que ha querido el Jefe del 

Estado, en uso de la plenitud de poderes que ejerce, derogar o reformar las 

disposiciones incompatibles con el Acuerdo aprobado. 

Ciertamente que el art. 2o. del Decreto Supremo 974, podría introducir 

alguna duda, en cuanto encarga al Instituto de Comercio Exterior e integración la 

elaboración de “los Proyectos de Decretos y Reglamentos que sean necesarios para la 

aplicación del Régimen en el Ecuador, los mismos que, antes de su promulgación, 

llevarán el dictamen favorable del Consejo Superior de dicho Instituto”. Parecería, a 

primera vista, que en este artículo se está disponiendo un nuevo y original 

procedimiento de elaboración legislativa (casi con delegación de dicha Función, ya 

que al Ejecutivo le quedaría solamente la misión de “promulgar”, lo previamente 

aprobado por el Instituto y su Consejo Superior); pero, apreciado en el contexto, y 

sobre todo, comparado con el ya reseñado artículo 3, se desprende que más bien 

corresponde al Instituto de Comercio Exterior, una actividad de carácter reglamentario 

y ejecutivo - consultivo. Concluimos, entonces, que la aprobación del Régimen, por sí 

sola es suficiente para modificar el derecho interno del Ecuador, reformando o 

derogando aquellas disposiciones legales que resulten incompatibles con el Régimen. 

Esto tiene enorme trascendencia, como podrá apreciarse a través de dos ejemplos. 

El Artículo 45 del Acuerdo establece que “el capital de las sociedades por 

acciones deberá estar representado en acciones nominativas”. Dados los términos 

absolutos empleados por el Acuerdo-sin distinción alguna-, debemos entender que toda 

clase de sociedades por acciones, en todos los países miembros, deberán tener títulos 

nominativos. Ahora bien, nuestra Ley de Compañías permite tanto las acciones no- 

nominativas como las al portador. He aquí una disposición del Derecho interno 

ecuatoriano que quedaría automáticamente reformada en virtud del DS 974. 

Correspondería al Instituto de Comercio Exterior, hacerla efectiva, mediante el 

Proyecto de Decreto que, aprobado por el Ejecutivo, determinaría el plazo y la forma 

de transformar las acciones al portador en nominativas, como ya lo ordenó una vez la 

Ley ecuatoriana en el año 1948. Pero aquí encontramos al propio tiempo otra 

modificación del Derecho interno, consistente en la competencia del Instituto de 

Comercio Interno que viene a invadir un campo señalado por nuestras normas a la 

Superintendencia de Compañías. Apreciamos, pues, dos modificaciones de las Leyes 

del Ecuador, solamente en virtud de lo dispuesto en el art. 45 del Acuerdo. Muchos 

otros ejemplos, podrían plantearse, principalmente con relación a las leyes de carácter 

fiscal, las de protección industrial, artesanal, agrícola etc. 
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Inspiración del Acuerdo. — En los Considerandos del DS 974, se hace una declaración 

de suma importancia, porque sintetiza el espíritu que ha animado al Acuerdo, y por 

consiguiente, debe servir de pauta para su interpretación. Se dice que el Régimen 

tiende a que los Estados contratantes “conjuntamente atiendan la financiación de su 

desarrollo económico y social y participen armónicamente de los beneficios de los 

mercados nacional y subregional”. Por consiguiente, la finalidad del acuerdo es la de 

promover el financiamiento del desarrollo económico y social. 

Nos encontramos ante un concepto de suma importancia. Podríamos decir 

que se formula un principio de orden público internacional, ya que, si esa es la finalidad 

del Acuerdo, todas las disposiciones del Acuerdo deben subordinarse al cumplimiento 

de dicha finalidad; ella será la norma principal, directiva y suprema. Y el hecho de 

contar con un principio de tal magnitud, repercutirá a su vez en la interpretación del 

Acuerdo y en la solución de los posibles conflictos de leyes que se plantean; 

efectivamente, es bien conocida y universalmente admitida la doctrina del orden 

público internacional, que supone numerosas limitaciones y excepciones a la 

aplicación de la ley extranjera. 

Por otra parte, el principio de orden público internacional ya mencionado, 

podría tener derivaciones trascendentales en la legislación interna del país, supondría, 

por ejemplo, un rechazo de cualquier concepción extremadamente individualista y 

egoísta que pretendiera encauzar el desarrollo de la riqueza o de las actividades 

industriales, económicas en general, hacia metas puramente personales, sin atender al 

bien común, al sentido social. Rechazaría igualmente, el espíritu del Convenio, 

aquellas otras interpretaciones extremistas que propugnan la violencia, el 

desconocimiento de la propiedad o la colectivización general de los medios de 

producción, en cuanto todas ellas son igual o mayormente opuestas al concepto ya bien 

clarificado de “desarrollo económico y social”. 

Efectivamente, el Acuerdo, lo veremos luego, contiene numerosas 

disposiciones muy concretas que tratan de poner la riqueza y sus medios de producción 

al servicio del desarrollo de estos países, y llega incluso, como también lo anotaremos, 

a desconocer ciertos derechos formales anteriormente adquiridos por empresas 

extranjeras. Esto no podría justificarse ni en el plano del derecho formal ni en el de la 

equidad, si no se pusiera de relieve la existencia, la aceptación y proclamación de un 

principio superior de justicia natural, que, formulado como un principio de orden 

público, autoriza aún el desconocimiento de ciertos derechos formalmente adquiridos. 

El principio de la territorialidad. - En este somero examen del Acuerda sobre el 

Régimen de los capitales extranjeros, no podemos dejar de mencionar que el 

principio de la territorialidad se halla notablemente robustecido tanto en el texto del 

mismo Acuerdo como en el Decreto Supremo que lo aprueba. 
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Baste mencionar que el art. lo. del DS 974 dice textualmente: “Declárase en 

vigencia en el territorio nacional” ... el Régimen Común de Tratamiento a los Capitales 

Extranjeros, etc. Se realiza, por tanto, una verdadera “nacionalización” o incorporación 

a la legislación local, de las disposiciones del Acuerdo. Por otra parte, ya hemos 

anotado, que en otros artículos del Decreto se sigue la misma inspiración, en cuanto se 

dispone incluso que estas normas prevalecerán sobre otras anteriormente dictadas en 

el ámbito interno. Por lo demás, la naturaleza misma del “Régimen Común”, imponía 

esta incersión en la legislación nacional, para lograr así, la deseada uniformidad, es 

decir el “Régimen Común”. 

En cuanto al Acuerdo, manifiesta su adhesión al sistema de la territorialidad 

en numerosos artículos. Baste para prueba que el art. 2 hace referencia a los organismos 

competentes de cada Estado; el art. 37 reafirma el derecho de cada Estado a resolver 

según sus propias leyes lo relativo a la remisión de utilidades al extranjero y a la 

limitación de esas utilidades; y quizá, el más significativo artículo, en este aspecto, es 

el 51, que excluye absolutamente la competencia jurisdiccional de países extranjeros 

en todo lo relativo a conflictos por derechos y acciones de inversionistas extranjeros. 

Piense que esto último está en perfecta concordancia con lo que dis - pone el art. 1.505 

de nuestro Código Civil, que considera contrario al orden público, someterse a una 

jurisdicción no autorizada por la ley ecuatoriana. 

Desde luego, este principio de la territorialidad tan firmemente profesado por 

el Acuerdo, en nada se opone a las disposiciones del Derecho Internacional Privado, 

contenidas en tratados como el Sánchez de Bustamante, o en disposiciones del derecho 

interno, como las de nuestro artículo 14 del Código Civil, que reconocen un efecto 

extraterritorialidad a las leyes en determinados casos concretos. 

Respecto de la extraterritorialidad, es notable que el Acuerdo evita en 

absoluto hacer mención de los conceptos de nacionalidad o de domicilio, y se refiere 

más bien a la siempre residencia, que se compagina mejor con el principio de la 

territorialidad y que orilla la discusión que no quedó zanjada ni en la Conferencia de 

La Habana de 1928, ni en otras reuniones internacionales posteriores, sobre el concepto 

de “derecho personal” (nacional o del domicilio). Confróntese, por ejemplo, el art. 1 

del Acuerdo. 

Principio de la Igualdad. — La igualdad de los nacionales y de los extranjeros, como 
es bien sabido se ha reafirmado progresivamente por 

obra de tratados internacionales y de legislaciones internas generosas. Nuestro país, 

bien puede gloriarse al respecto, de haber aplicado este principio, en general, con 

mucha largueza, sobre todo en el plano civil (no tanto en el fiscal). 

Pero también es verdad que este principio no puede erigirse en norma 

suprema y absoluta, sino que, por el contrario, admite excepciones, siempre que un 

principio de orden superior lo exija. Concretamente el respeto al orden público, tiene 

una categoría superior y se ha de imponer por encima del principio de la igualdad. 
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El Acuerdo que estamos comentando brevemente a la luz de los principios 

del Derecho Internacional, consigna algunas excepciones al postulado de la igualdad 

de nacionales y extranjeros, sean personas individuales o colectivas. Estas excepciones 

se inspiran todas ellas, en la finalidad central que, como ya lo hemos dicho, constituye 

el criterio fundamental para la justificación e interpretación del Acuerdo, o sea, la meta 

de procurar el desarrollo económico y social de nuestros países. 

Algunas excepciones al principio de la igualdad son más claramente 

aceptables, como sucede con la disposición del art. 3 que limita las inversiones 

extranjeras en aquellas actividades que se hallen adecuadamente atendidas por 

empresas ya existentes; o la del artículo 38, según el cual cada Estado puede reservar 

determinados sectores de la producción para empresas nacionales o mixtas; y, en 

concordancia, con estas reglas, las de los artículos 40 a 43 que excluyen a las empresas 

extranjeras del campo de los servicios básicos, de los servicios públicos, de la banca, 

el seguro. Efectivamente, cada Estado tiene el derecho de dar preferencia a sus 

nacionales en la explotación de sus propias riquezas y en la prestación de servicios que 

por su trascendencia social podrían llamarse “estratégicos”, en un sentido amplísimo 

de la palabra. 

En cambio, más difícil resulta la justificación de otras medidas 

discriminatorias, como la del artículo 37 que limita al 14% el monto de las utilidades 

que los inversionistas extranjeros pueden remitir al exterior. Cabría preguntarse, qué 

debe hacerse con una utilidad superior a ese 14%: probablemente debe reinvertirse en 

el país, ya que nada justificaría que debiera ser absorbida por impuestos u otra clase de 

contribuciones faltándose así en materia fiscal al principio de la igualdad, en un campo 

en el que universalmente se respeta la igualdad. Por esta misma dificultad de 

cohonestar la disposición del art. 37, el Acuerdo le ha dado un carácter flexible, 

relativo, ya que puede ser modificada por cada Estado, si bien, contando con la 

autorización de la Comisión del Acuerdo Subregional. 

Por otra parte, la misma igualdad tiene también otra consecuencia, que está 

reafirmada por el Acuerdo. Me refiero a que se excluye la posibilidad de un tratamiento 

privilegiado a favor de los extranjeros o de las inversiones extranjeras. Así lo establece 

expresamente el artículo 50. 

Principio de la soberanía o “anticolonialista”— Todo Estado suele ser muy celoso de 

su soberanía y de su dignidad en el 

plano abstracto. Así, el Ecuador, y en general los países Sudamericanos, no aceptan en 

sus leyes ninguna forma de tutelaje extranjero, o de limitación de sus derechos 

soberanos. Pero, en cambio, en el plano del comercio internacional, de las relaciones 

financieras (inversiones, empréstitos etc.) no pocas veces, hemos claudicado ante la 

necesidad urgente y las exigencias de Potencias más poderosas. En este aspecto, el 

Acuerdo, contiene varias disposiciones que podríamos llamar “anticolonialistas”, en el 

sentido de que van dirigidas a garantizar una política internacional de respecto a la 

soberanía de cada Estado. Más aún, el Acuerdo contiene compromisos formales de no 

hacer ciertas concesiones a inversionistas extranjeros, que irían en 
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desmedro de la dignidad nacional o de los más fundados y sólidos intereses del país. 

El hecho de existir este compromiso internacional de no hacer tales concesiones es ya 

una defensa para los países débiles; y el respaldo internacional de los otros cuatro 

Estados de la Subregión garantiza también contra los atropellos de que hemos sido 

víctimas con frecuencia. 

Muy significativos a este respecto, son los artículos 18 y siguientes. 

Primeramente, a propósito de la “importación de tecnología”, el citado artículo, 

determina que no se ha de recibir indiscriminadamente cualquier clase de 

procedimientos de producción o de medios de creación de riqueza, sino que cada 

Estado, debe examinar mediante el organismo competente la contribución efectiva de 

la tecnología importada. Se entiende que esa contribución se refiere, como tantas veces 

hemos dicho, al desarrollo económico y social del país. Y, de pasada, cabe señalar que 

el Ecuador para la aplicación de este artículo, tendrá que determinar claramente cuál 

sea el organismo competente para esa evaluación; en forma transitoria, corresponde a 

la Junta Nacional de Planificación, como se establece al final del Decreto. 

Más importante todavía, en cuanto a la afirmación del principio 

anticolonialista, es el artículo 20, que prohíbe a los Estados contratantes aceptar la 

importación de tecnologías o de patentes a base de cláusulas que importarían una 

abdicación de atribuciones propias de toda Nación soberana. Tales cláusulas 

prohibidas son: la de obligarse a adquirir de una fuente determinada bienes de capital, 

productos intermedios, materias primas y otras tecnologías, o utilizar 

permanentemente personal señalado por la empresa proveedora de tecnología. Sólo en 

casos excepcionales un país puede aceptar estas condiciones, y solamente si los precios 

de las cosas o de los servicios corresponden a los niveles corrientes del mercado 

internacional; de otro modo, equivaldría a una enajenación de la libertad de escoger lo 

más conveniente, de aquí que sea muy acertada la prohibición de tales cláusulas. 

Igualmente se prohíbe la cláusula por la que la empresa proveedora de 

tecnología se reserve el derecho de fijar los precios de venta o reventa de los 

correspondientes productos. Esto, porque si en algunos casos el Estado debe intervenir 

en la fijación de los precios, es precisamente como soberano que es, y en resguardo del 

bien común; pero no cabría dejar esa atribución de la soberanía en manos de empresas 

extranjeras. 

También se prohíben las cláusulas que veten el uso de otras tecnologías 

competidoras; las que establezcan opción de compra total o parcial a favor del 

proveedor de tecnologías; las que obliguen al comprador de la tecnología a transferir 

al proveedor los inventos y mejoras de la misma; las que obliguen a pagar regalías a 

los titulares de patentes por patentes no utilizadas, y otras cláusulas de efecto 

semejante. En todas éstas, puede apreciarse que se trata de establecer con firmeza el 

principio de la soberanía nacional, que va muy unido en estas materias al otro 

principio: de la igualdad contractual. Las cláusulas leoninas, en las que la diferencia 

de ventajas entre los contratantes excede lo razonable y admisible, deben descartarse 

totalmente, por cuanto suponen la imposición del económica o políticamente más 
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fuerte, sobre el más débil y necesitado. 

En materia de marcas de fábrica se establecen de la misma manera una serie 

de resguardos anticolonialistas de suma trascendencia y que significan probablemente 

la más altiva reacción que hasta ahora se ha producido en el plano del Derecho 

Internacional Americano, contra ciertos abusos inveterados de que han sido víctimas 

los países pequeños. Valga, por tanto, reproducir aquí, íntegramente el art. 25 que se 

refiere a esta materia: 

“Los contratos de licencia para la explotación de marcas de origen extranjero 

en el territorio de los países miembros, no podrá contener cláusulas restrictivas tales 

como: 

a) Prohibición o limitación de exportar o vender en determinados países 

los productos elaborados al amparo de la marca respectiva, o productos similares; 

b) Obligación de utilizar materias primas, bienes intermedios y equipos 

suministrados por el titular de la marca o de sus afiliados. En casos excepcionales, el 

país receptor podrá aceptar cláusulas de esta naturaleza siempre que el precio de los 

mismos corresponda a los niveles corrientes en el mercado internacional; 

c) Fijación de precios de venta o reventa de los productos elaborados al 

amparo de la marca; 

d) Obligación de pagar regalías al titular de la marca por marcas no 

utilizadas; 

e) Obligación de utilizar permanentemente personal suministrado o 

señalado por el titular de la marca; y, 

f) Otras de efecto equivalente. 

La posibilidad de establecer ciertas excepciones a estos principios de 

anticolonialismo económico, responde a la constatación de la realidad actual de 

nuestros países que hace forzoso un reajuste paulatino, progresivo. Al quitar a las 

normas una rigidez excesiva, se abre precisamente el camino a una más eficaz 

aplicación, evitando a la par conflictos internacionales que redundarían en definitiva 

en perjuicio de nuestros Estados. 

Principio de la nacionalización. — Más discutible resulta, tanto desde el punto de 

vista del puro Derecho Internacional, como 

también con un enfoque de Política económica, el principio de la nacionalización de 

las fuentes de producción. Por esta misma razón de tratarse de un principio no 

suficientemente sólido, el Convenio lo apüca con mayor moderación. 
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Quizá pueda afirmarse que precisamente el principio de la nacionalización 

de las fuentes de producción se puede admitir en tanto en cuanto se mantenga dentro 

de unos límites razonables, equitativos y moderados. 

Una nacionalización general y total además de ser prácticamente imposible, 

porque no existe en el mundo un Estado que pueda llamarse absolutamente autárquico, 

entrañaría un grave perjuicio, contrariaría el principio de la igualdad, a que hemos 

hecho referencia antes, conduciría a una discriminación odiosa del extranjero, y no 

podría realizarse sin conculcar numerosos y valiosos derechos adquiridos. En suma, 

hemos de afirmar con toda energía que un principio de nacionalización total de las 

fuentes de la producción es radicalmente contrario al Derecho Internacional y no sería 

admisible en países civilizados. 

En cambio, resulta muy aceptable que cada Estado procure, por medios 

respetuosos del derecho ajeno, poner en manos de sus propios nacionales la 

explotación de sus riquezas, contar cada vez más con una movilización plena de sus 

propios capitales para esa misma explotación y dirigir los esfuerzos creadores de sus 

ciudadanos al desarrollo económico y social a base de una armoniosa colaboración con 

todos los hombres pero conservando cada Nación la iniciativa y la dirección del tra 

bajo creador que se realice en su propio suelo o con sus elementos originarios de 

riqueza. 

Dadas las circunstancias actuales de nuestros países, dado su escaso 

desarrollo económico y social, es evidente que necesitamos más que otros la 

colaboración de capitales extranjeros, de técnicos extranjeros, de empresarios de otros 

países. Pero también es verdad que, precisamente por nuestro estado de poco 

desarrollo. corremos en mayor medida el peligro de ser poco menos que absorbidos 

por quienes nos ayudan a salir del subdesarrollo; de aquí que, se requiera una gran 

prudencia en no extremar ni el principio de la nacionalizaron -que queda demostrado 

que no es un principio absoluto sino totalmente relativo-, ni tampoco, una conducta 

que desconozca la aspiración legítima a ser dueños de nuestras propias fuentes de 

riqueza y trabajo. 

Parece muy razonable, por lo dicho, lo que se establece en el artículo 3o: 

“Los países Miembros no autorizarán inversión extranjera directa en actividades que 

consideren adecuadamente atendidas por empresas existentes”. Igualmente, razonable, 

que se evite la “desnacionalización”, o enajenación al extranjero, de las empresas 

nacionales, sea mediante la venta de acciones, o los aumentos desmedidos de capital 

con participación exclusiva o dominante del extranjero, o la venta total de la misma 

empresa, etc., salvo casos extremos de necesidad, como los que se producen en caso 

de peligro de quiebra. Todo esto está debidamente considerado en el mismo Acuerdo. 

También parece atinada la regla por la cual se ha de procurar la progresiva 

transformación de las empresas extranjeras en mixtas, o en nacionales, a través de 

insentivos o estímulos adoptados en plano internacional, como los previstos en el 
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art. 27 del Acuerdo: gozarán de las ventajas derivadas del programa de liberación 

aduanera del Acuerdo de Cartagena, únicamente los productos producidos por las 

empresas nacionales y mixtas de los países miembros, así como por las empresas 

extranjeras que se encuentren en vías de transformarse en empresas nacionales o 

mixtas. He aquí un verdadero modelo de equilibrio, de respeto a los derechos adquirí 

dos, a la vez que se tiende decididamente a favorecer la nacionalización de las 

empresas extranjeras. 

Por la misma razón considero digna de elogio la norma del art. 50, que 

representa la contrapartida de la anteriormente mencionada, en cuanto elimina la 

posibilidad de conceder privilegios a la empresa extranjera. Dichos privilegios con 

relación a las nacionales o mixtas, significarían un contraestímulo para la 

nacionalización. 

Pero los artículos que más directamente se refieren y en forma más enérgica 

a la nacionalización, son el 38 y siguientes. El primero reconoce a cada país el derecho 

de reservar sectores de actividades económicas para las empresas nacionales. El 

artículo 40 limita las inversiones en el sector de productos básicos; la limitación es 

doble: por la forma como podrán intervenir las empresas extranjeras, esto es, sólo 

mediante concesión, y sobre todo, por el tiempo que podrá durar dicha intervención: 

no más de veinte años. Se ha cuidado el Acuerdo de definir qué se entiende por 

productos básicos: las actividades primarias de exploración y explotación de minerales 

de cualquier clase, incluyendo los hidrocarburos, oleoductos, gaseoductos y la 

explotación forestal. 

Se excluye más absolutamente la intervención extranjera en los servicios 

públicos (art. 41), esto es, los de agua potable, alcantarillado, energía eléctrica y 

alumbrado, aseos y servicios sanitarios, teléfonos, correos y telecomunicaciones. 

Tampoco se admitirá nueva inversión extranjera directa en el sector de 

seguros, banca comercial y además instituciones financieras (art. 42). Con ciertas 

reservas o modalidades se excluye también la nueva inversión extranjera del sector de 

los transportes internos y las radioemisoras, televisoras, y periódicos * (art. 43). 

Todas estas normas, como se podrá apreciar, pueden tener honda repercusión 

en el desarrollo nacional, y por esto el art. 44 deja en libertad a cada Estado para 

moderarlas o aún para no aplicarlas en todo o en parte. Esta flexibilidad era muy 

necesaria, y responde al carácter relativo del principio en que se fundan estas normas. 

De hecho, el Ecuador mediante el DS 1029, publicado en el RO 269 del 19 de julio, ha 

usado de la facultad de excluir del Régimen común, las inversiones en todos esos 

sectores a que se refieren los artículos antes mencionados. Es decir, que el Ecuador, no 

considera aún llegado el momento en que pueda prescindir del aporte extranjero en 

esos campos de la producción y los servicios. 

Particularmente las disposiciones de los incisos segundo y tercero del artículo 

42, son radicalmente severas y pueden originar dificultades en su aplicación. 
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ya que no parecen respetar los derechos adquiridos. Me refiero a la prohibición de que 

los bancos extranjeros continúen recibiendo depósitos locales en cuenta corriente y la 

imposición de transformarse en bancos nacionales para poder continuar recibiendo 

tales depósitos locales. Pero estas disposiciones, como queda dicho, no tendrán 

aplicación en nuestro país, por cuanto dispone el DS 1029. 

Cuestión de las calificaciones. - Para terminar, mencionaré brevemente que el Acuerdo 

ha resuelto el difícil problema de las calificaciones internacionales adoptando 

definiciones precisas de lo que se entenderá por inversiones y empresas extranjeras, 

mixtas o nacionales (art. 1 y art. 36), y para hacerlo ha adoptado un criterio celético 

que combina la doctrina del mayor número de integrantes, con la del influjo 

determinante en la dirección de las empresas. Así, se consideran mixtas las empresas 

constituidas en el país receptor y cuyo capital pertenezca a inversionistas nacionales 

en una proporción que fluctúe entre el 5 l% y el 80%, siempre que a juicio del 

organismo nacional competente, esa proporción se refleje en la dirección técnica, 

financiera, administrativa y comercial de la empresa (art. 1); de modo que, se dan 

internacionalmente los elementos para la calificación, pero corresponde en último 

término a cada país, en su ámbito local, la calificación por medio de su organismo 

competente. El predominio del criterio de la máxima influencia sobre el del mayor 

número de integrantes, se acentúa en el artículo 36, que considera mixtas a las 

empresas en que participan el Estado o empresas del Estado, aunque dicha 

participación sea inferior al 5 l°/o del capital, siempre que la representación estatal 

tenga capacidad determinante en las decisiones de la empresa. 

Corresponde ahora al Ecuador, además de los estudios y medidas de carácter 

económico y financiero, perfeccionar este instrumento mediante los correspondientes 

Reglamentos que precisan muchos detalles como los relativos a los registros de 

inversionistas extranjeros (art. 5) a las modalidades de la reexportación de capitales 

(arts. 7, 8, 9), a las reinversiones de capitales (arts. 12 y 13), a los créditos externos 

(art. 14), a las garantías del Estado (art. 15), a la competencia interna de los organismos 

que deberán ejercer controles, conceder autorizaciones etc. En suma, se requiere una 

prolija y muy consciente actividad para que este Acuerdo, inspirado en sanos 

principios de Derecho Internacional, tenga plena eficacia y favorables consecuencias. 


